
 

 

    
 

    

  

    

      
 

       

   

         

 
  

 
 
 

 

 
 

  
 
 
 

 

 

 
 

  
 
 
 

     
  

 
  

 
 

  
 
 

  
 

        
  

 

Informe 57/00, de 5 de marzo de 2001. "Contratos de obras. 
Actuaciones que implican la nulidad de pleno derecho de ciertas 
modificaciones en los contratos por prescindir del procedimiento 
establecido". 

ANTECEDENTES.

 1.  Por el Presidente de la Diputación de Ciudad Real se remiten a esta Junta Consultiva 
de Contratación Administrativa dos expedientes titulados "Modificación del contrato de obras 
de edificio de usos múltiples en Malagón" y "Expediente de liquidación de las obras de 
ensanche y refuerzo del firme de la CR-P-7222, tramo Casas del Río-Las Tiñosillas CR-P
7221 (p.k. 7,000 al 13,200) y nuevo puente sobre el Río Bullaque". 

En el escrito de remisión del primer expediente se consigna lo siguiente: 

"En la tramitación de este expediente se han suscitado dudas al Órgano de 
Contratación en torno a la adecuación a Derecho de aprobar esta 
modificación contractual, y proceder en consecuencia al abono de la 
cantidad correspondiente a la empresa adjudicataria, en la medida en que no 
se recabó del Organo de Contratación autorización previa para iniciar la 
tramitación de dicho expediente de modificación de contrato. 

La falta de autorización previa para tramitar el modificado, es el origen de la 
consulta que se formula desde esta Presidencia de mi cargo, en 
cumplimiento de lo acordado por el Órgano de contratación y a través de los 
cauces marcados en el RD. 30/1991, de 18 de enero; sometiendo a ese
Órgano Consultivo si existiera nulidad de pleno derecho del acuerdo que 
aprobase ese expediente de modificación contractual, o si bien el acto de 
aprobación revestiría efectos convalidatorios." 

En el escrito de remisión del segundo expediente se consigna lo siguiente: 

"En la liquidación de este contrato de ejecución de obra pública se han 
suscitado dudas al Órgano de Contratación en torno a la posibilidad de 
aprobar el expediente y proceder al pago del saldo resultante, en la medida
que el exceso de obra no proyectado no ha sido examinado por el Órgano de 
Contratación previa tramitación del preceptivo expediente, máxime cuando 
supera el margen del 10% que la cláusula 62 del Pliego de cláusulas 
generales para la contratación de obras del Estado concede a la dirección 
técnica de las obras. 

La falta de tramitación del modificado del proyecto de obras y 
consiguientemente del contrato, es el origen de la consulta que se formula 
desde esta Presidencia de mi cargo, en cumplimiento de lo acordado por el
Órgano de Contratación y a través de los cauces marcados en el RD. 
30/1991, de 18 de enero; sometiendo a ese Órgano Consultivo si existiría 
nulidad de pleno derecho del acuerdo que aprobase ese expediente de 
liquidación cuando comprende la modificación de proyecto y contrato 
respecto de los cuales se ha producido una ausencia de procedimiento, o si 
bien el acto de aprobación revestiría efectos convalidatorios."

 Ambos expedientes son remitidos a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa 
en virtud de sendos acuerdos del Pleno de la Diputación Provincial de 29 de septiembre de 
2000 en el sentido de que Ase someterá a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa 



 

 

  
  

  
     

 
 
       

   
 

 
        

 
  

 
    

  
 
 

   
 

 
      

 
 

        
 
 
 

     
 
 
 

  
 

  
 

    
  
     

    
   

  
   

   
 

    
   

 
 

   
  

  
 
              

 
 
 

la adecuación a derecho de aprobar esta modificación contractual y proceder en 
consecuencia al abono de la cantidad correspondiente a la empresa adjudicataria del 
contrato", refiriéndose el acuerdo correspondiente al segundo expediente a la adecuación a 
derecho "de aprobar este expediente de liquidación" en lugar de la de "aprobar esta 
modificación contractual".

 2. De la numerosa documentación remitida, la mayor parte de la cual carece de 
relevancia para la cuestión suscitada interesa destacar, a efectos del presente informe los 
siguientes documentos:

 a) En el primer expediente un informe, fechado el 7 de agosto de 2000, firmado por el 
Jefe de Contratación y Obras en el que figura un conforme con firma ilegible y dirigido al 
Presidente de la Diputación Provincial, en el que se hace constar que "solo la Administración 
contratante puede autorizar la modificación del contrato (párrafo 11 de la cláusula 62 del 
Decreto 3854/1970, de 31 de diciembre, artículo 146.2, 3 y 4 de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas)" y que "la dirección facultativa debería recabar autorización 
previa a la ejecución de las obras", añadiendo, como conclusión final, que "considerando que 
la presente obra fue adjudicada por el Pleno de esta Diputación, se remite al mismo el 
presente expediente, como órgano de contratación, para que analice la procedencia de 
adjudicar la modificación Y en el caso de proceder a dicha aprobación, correspondería, 
asimismo, adjudicar la ejecución de esta modificación al contratista inicial".

 b)  En el segundo expediente informe sin fecha firmado por la Secretaría General de la 
Diputación, dirigida al Presidente de la misma en el que se consigna que Aen el expediente 
de liquidación figuran precios nuevos o contradictorios que de la documentación obrante en 
esta Secretaría se desprende que no han sido tramitados ni aprobados por la Diputación 
Provincial en la forma que recoge en el artículo 146.2 de la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de 
Contratos de las Administraciones Públicas, y disposición transitoria tercera del Real Decreto 
390/1996, de 1 de marzo". Por ello en la conclusión final aunque se propone la aprobación 
técnica y económica de la liquidación de la obra específica en el asunto" se añade que "se 
recomienda que se dicten instrucciones al Departamento de Vía y Obras e Infraestructuras 
de la Diputación para que en la tramitación de los proyectos, certificaciones de obras, precios 
nuevos o contradictorios, reformados o modificados de los contratos, se tenga en cuenta el 
ordenamiento jurídico sobre contratos de las Administraciones Públicas, así como a todos los 
Servicios de la Diputación Provincial que intervienen en los procesos de contratación de 
obras, un mayor rigor en la observancia de dicha Ley@. 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS.

 1.  Con carácter previo al examen de la cuestión de fondo suscitada han de hacerse 
ciertas consideraciones sobre el alcance de los informes de esta Junta en relación con los 
expedientes concretos de los órganos de contratación, reiterando anteriores criterios 
expuestos, entre otros, en sus informes de 18 de noviembre de 1996 (expediente 62/96), de 
17 de marzo y 11 de noviembre de 1998 (expedientes 46/98 y 31/98), de 17 de marzo y 17 
de junio de 1999 (expedientes 2/99 y 21/99) y de 30 de octubre de 2000 (expediente 32/00) 
en el sentido de que a la Junta Consultiva no le corresponde emitir informes en expedientes 
concretos de los distintos órganos de contratación, ni sustituir las funciones que los 
preceptos legales vigentes atribuyen a órganos distintos de esta Junta, como sucede, por 
ejemplo, con el informe preceptivo de los pliegos o el examen y valoración de las 
proposiciones de los interesados y que, en definitiva, al no ser vinculantes los informes de 
esta Junta, ni establecer nuestro ordenamiento jurídico recursos de alzada en materia de 
informes, todos los emitidos en relación con un expediente tienen el mismo valor y producen 
los mismos efectos, sin que pueda establecerse una prevalencia de los informes de esta 
Junta sobre los que obran en el expediente. 

Los criterios anteriores son perfectamente aplicables al presente supuesto, pues 
tratándose de expedientes de modificación de contratos, aunque el segundo se titule de 
"liquidación de las obras", figuran incorporados a los expedientes los informes que han 
quedado reseñados, en los que claramente se indican las actuaciones a seguir por el órgano 
de contratación en el sentido de su necesaria aprobación previa de las modificaciones, sin 



 

 

    

 
   

  
       

 
 

  
 
          

  
   

 
 

  
   

   
 
         

  
 

 
    

  
                

 
 
 
 

 

que se alcance a comprender cuales han sido los obstáculos, aunque puedan intuirse de la 
documentación remitida, que hayan impedido la aplicación de las normas sobre 
modificaciones de contratos previstas en la legislación de contratos de las Administraciones 
Públicas y que se destacan en los informes de referencia.

 2.  La anterior conclusión permitiría finalizar el presente informe. No obstante, dado que 
es la Secretaría General, a quien corresponde el asesoramiento jurídico de la Diputación 
Provincial, la que propugna se solicite el informe de esta Junta sobre el extremo concreto de 
la adecuación a Derecho de las modificaciones tramitadas, en realidad no tramitadas, 
procede realizar una breve consideración sobre este extremo. 

La regulación de la invalidez de los contratos aparece incorporada al Capítulo IV del 
Título III del Libro I (artículos 61 a 69) de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, Texto Refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, de 
cuyos preceptos (artículo 62.a) y 65.2, el primero en relación con el 62.1.e) de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre) se deduce con toda evidencia que las modificaciones de un 
contrato acordadas prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente 
establecido son nulas de pleno derecho y como tal no convalidables de conformidad con el 
artículo 67 de la propia Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

 Con la conclusión sentada no se prejuzga, por no ser competencia de esta Junta y 
carecer de elementos de juicio suficientes, ni los derechos de las empresas que, al parecer, 
han ejecutado los modificados, ni la responsabilidad que puede alcanzar a determinados 
órganos, incluso el de contratación, de la Diputación Provincial de Ciudad Real. 

CONCLUSIÓN. 

Por lo expuesto la Junta Consultiva de Contratación Administrativa entiende, con 
independencia de lo razonado sobre el alcance de sus informes, que la falta de tramitación 
de las modificaciones de los contratos de conformidad con las normas de la legislación de 
contratos de las Administraciones Públicas supone prescindir total y absolutamente del 
procedimiento establecido, determinando la nulidad de pleno derecho de las citadas 
modificaciones. 
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